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Este trabajo es realizado por un equipo que se propone seguir el desarrollo de la coyuntura mundial así como sus particularidades en Latinoamérica y Argentina. El objetivo es producir una herramienta de análisis que contribuya a la discusión de la situación que vivimos. Para esto, se siguen a diario diversos periódicos y fuentes de información locales, latinoamericanas, estadounidenses y europeas, buscando una visión amplia que permita extraer las posturas y comportamientos de las diferentes burguesías y organismos internacionales en torno a temas tales como el desarrollo de la crisis y la recesión mundial, el desempleo, la concentración del capital, la apertura de los mercados, las políticas crediticias, comerciales, monetarias, laborales, de regionalización, de militarización, etc.

Fuentes consultadas: EE.UU.: Wall Street Journal (WSJ); New York Times (NYT); Washington Post (WP) /// Francia: Le Fígaro (LF); Le Monde (LM) /// Gran Bretaña: The Economist (TE); BBC News (BBC) /// México: La Jornada de México (LJdM) /// Brasil: O Estado do Sâo Paulo (ESP); Folha de Sao Paulo (FSP) /// Argentina: Clarín (C); La Nación (LN) 

Para contactarnos: informecon@yahoo.com.ar



Situación mundial

Tras el fracaso de Doha, cobran relevancia como sustitutos parciales de un acuerdo de liberalización global los acuerdos de escala continental o regional. En el caso de EE.UU., la imposibilidad de establecer bases firmes para la constitución del ALCA –reconocida prioridad de EE.UU.– lo empuja a establecer conversaciones bilaterales o regionales a lo largo de todo el mundo. Tanto como necesidad en sí misma y como elemento de presión y para dividir los agrupamientos antagonistas al modo en que ese país impulsa la liberalización. “Los legisladores de EE.UU. ya se muestran terminantes (...) el presidente de la poderosa Comisión de Finanzas del Senado, sugirió que ningún país del G-21 debería tener un acuerdo bilateral con EE.UU. Varios países de Latinoamérica entendieron el mensaje. Costa Rica, Guatemala, Perú, Colombia y, esta semana, Ecuador –todos desesperados por un acuerdo con EE.UU.– se han retirado del ex-G21” (TE 18/10). 

El bloque del sudeste asiático comenzó a dar los primeros pasos en el mismo sentido, con negociaciones del Asociación de Naciones del Sudeste de Asia (ASEAN) con Japón e India (China hace un año tiene acuerdos). Mientras que la Unión Europea (UE) continúa retrasada, pues debe concluir la enorme tarea de unificación real y definitiva dentro de su propio bloque. Tarea complicada por las relaciones de fuerzas establecidas entre sus diferentes miembros. 

Un aspecto del proceso liberalizador que en los medios frecuentemente queda solapado por la circulación de bienes y el comercio internacional, es la cuestión del movimiento de capitales y flujo de inversiones. Actualmente la cuestión es, quizás, el escollo fundamental para el éxito de la Ronda de Doha y su importancia pareciera crecer. Esto debido a que“el relajamiento de la política monetaria en EE.UU., Japón y Europa ha inyectado más efectivo y crédito (...) ‘Hay mucho dinero circulando en busca de un hogar especialmente después de la crisis del mercado de bonos este verano’ dice Peter Gignoux de Citigroup” (WSJA 16/10). Ese exceso de capitales que circulan alrededor del mundo para afincarse, rendir alguna ganancia y retirarse luego de un período (más corto o más largo), necesita unánimemente eliminar sectores improductivos para la reproducción del capital, como una abultada clase política, sindicatos, etc.; y, al mismo tiempo, limitar la parte que obtienen otros sectores de la burguesía, sectores medios, trabajadores, etc. Este mes hubo expresiones claras de ambas necesidades. La apropiación individual del valor producido socialmente se manifiesta en un conflicto al interior de la burguesía y en otro que enfrenta a la burguesía con los trabajadores y los sectores medios. En ese doble conflicto se conforman alianzas políticas, que por lo general responden al conflicto al interior de la burguesía en proporción con su nivel de concentración y centralización y a la posibilidad de arrastrar a la pelea a sectores y fracciones de otras clase. “George Soros financia, junto a otros poderosos empresarios y lobbystas, una verdadera cruzada contra el presidente Bush para evitar su reelección. Un grupo llamado América Unida reunió un fondo de 88 millones de dólares para la tarea, más que los 85 millones reunidos por la campaña de Bush” (C 22/10).

Concentración, centralización y apertura de los mercados

EE.UU. Conflictos entre propietarios y gestores-propietarios del capital. La renuncia de Dick Grasso a la presidencia de la Junta Directiva de New York Stock Exchange (NYSE), (ver Análisis de Septiembre) puso al descubierto un conflicto al interior de la burguesía que se encontraba velado por el auge bursátil hasta hace poco tiempo e hizo estremecer la orientación desregulatoria, que sigue siendo el imperativo general. Pero las intenciones contrastan con la realidad: lejos de reducirse, las regulaciones aumentan. La razón principal es que, detrás de las objetivos hay relaciones de fuerza y alianzas para obtener una proporción mayor de la ganancia global. Veamos cómo funciona esto.

Las empresas están constituidas generalmente por propietarios y gestores. Los propietarios son los accionistas: personas jurídicas y físicas poseedoras de acciones, es decir, de partes alícuotas del capital y, por ende, del derecho a percibir una parte proporcional de la ganancia de un período. Éstos se reúnen anualmente para decidir, principalmente, qué se hace con las ganancias o las pérdidas (se distribuyen o no y en qué forma), evaluar alternativas de inversión y nombrar los gestores del capital. El crecimiento de las empresas (concentración y centralización el capital) y la consecuente multiplicación de tareas hizo necesario incrementar los órganos gestores para poder responder a tiempo a las necesidades de la reproducción y a las cambiantes condiciones del mercado mundial. Evidentemente, ni era suficiente con una reunión anual de los propietarios, ni éstos podían hacerlo con más asiduidad, pues muchas veces se trataba de miles de personas y empresas (aunque el peso de la decisión y la posibilidad de intervenir en dicho proceso no es idéntico entre los 85 millones de personas que en EE.UU. poseen inversiones bursátiles). Fue necesario establecer mayores órganos de decisión y dotarlos de cierta autonomía aunque aún dependiesen de la decisión de los accionistas. Inicialmente, gestor y propietario coincidían en la empresa, pues se trataba de empresas familiares en evolución y tránsito hacia empresas mayores, con nuevos propietarios que se incorporaban, en sintonía con las necesidades de financiamiento que acarreaba el crecimiento de la misma y de los mercados. Así surgió, en primera instancia, el directorio. Órgano designado por la reunión anual de accionistas, por un plazo definido (en Argentina no mayor a tres años) y con cargos renovables, las atribuciones eran determinadas por el estatuto (instrumento legal de constitución de la empresa, susceptible de ser modificado por decisión de los accionistas) establecido detalladamente por los propietarios. Este fue el primer paso de la separación entre gestión y propiedad del capital. Posteriormente, el proceso devino en la llamada “revolución de los gerentes” de los ’60 y ’70, que supuso una nueva separación para las empresas grandes. Ahora, los gestores se dividieron en el directorio ya mencionado y en la junta ejecutiva. Estos últimos pasaron a ser estrictamente los gestores del capital y los primeros constituyeron un enlace con los accionistas. Ahora los propietarios últimos del capital no necesariamente intervenían en el nombramiento de los ejecutivos de la junta, aunque cierta capacidad de maniobra se reservaban para controlarlos. Pero ello no devenía del cumplimiento de normas sino de relaciones de fuerza y conexiones personales. 

La posibilidad de retribuir la actividad del directorio y la junta mediante acciones constituyó, en principio, una buena alternativa para los accionistas, pues evitaba la pérdida de liquidez que suponían los pagos en efectivo al tiempo que compromete al gestor con la empresa al hacerlo propietario minoritario de la misma. Las decisiones de la reunión acerca del destino de la ganancia, luego de separar una parte por requisitos legales, puede distribuirse en efectivo, que va a consumo o a otras inversiones, o en acciones, esto último no es más que la acumulación de la ganancia como capital. Posteriormente, fue evidente que los accionistas mayoritarios buscarían acomodarse en el directorio mediante votación en la reunión anual de accionistas, para luego designarse o nombrar personas de su confianza en la junta ejecutiva para incrementar su poder de decisión en toda la cadena y, en consecuencia, su participación en la empresa. En consecuencia, “las juntas frecuentemente están llenas de amigos o asociados del presidente ejecutivo” (NYT 21/9). Asimismo, en una época de ganancias deprimidas, las retribuciones de los ejecutivos son un incentivo adicional, pues como ellos mismos intervienen en las decisiones de sus propias remuneraciones, pueden continuar incrementándolas muy por encima de la inflación. Así, “La remuneración directa total de los presidentes ejecutivos de las principales empresas de EE.UU. aumentó un 15% a una media de poco más de 3 millones de dólares en 2002” (WSJA 3/10) . La esencia del proceso continúa siendo el avance de los grandes capitales sobre los pequeños dentro de la misma empresa, cuya forma concreta es la monopolización de los puestos ejecutivos a través de redes de influencias y relaciones. En escala ampliada, los grandes grupos económicos reproducen estos mecanismos en cada empresa en la cuál sean accionistas.

El NYSE expresa en forma patente estas tendencias, con un agregado importante: su rol regulador de la actividad bursátil. Es decir, paralelamente al ejercicio de la actividad lucrativa del mercado de valores, regula esa misma actividad para ella y para otras bolsas (por ejemplo, el otro gran mercado, el Nasdaq, no tiene dicha atribución). Lo que parece un contrasentido, en EE.UU. recién ahora comienza a ser puesto en tela de juicio. El sector de los  grandes fondos de inversión fueron vitales impulsores de la renuncia de Grasso. En un momento de ganancias deprimidas y de baja en el mercado de bonos, toda la tensión se centra en el mercado de valores (acciones, obligaciones negociables, etc.). El sector se debate entre las pujas por sostener las ganancias para la misma cantidad de protagonistas –con un menor volumen y un menor crecimiento de las utilidades–, y las leyes regulatorias que tercian en esas las pujas. Y en ese contexto, una jubilación como la que se asignó Grasso es un contrasentido, pues alguien debe pagarla (sea a través de comisiones cobradas a inversionistas de la bolsa o bien ganando voluntades en la Junta Ejecutiva permitiendo maniobras ilegítimas).

El NYSE concentra el 80% del movimiento bursátil neoyorquino. Está manejada por una junta ejecutiva de 27 miembros, entre los cuáles 12 pertenecen a grandes entidades financieras de Wall Street, el resto se reparte entre los operadores del “piso de negociaciones”, los entes reguladores federales y estatales, los fondos de inversión, etc. Es la única bolsa importante del mundo que se maneja con ofertas realizadas a viva voz, es decir, en la que intervienen humanos en el cierre del negocio. En el piso de negociaciones se encuentran los denominados especialistas u operadores de bolsa, que pertenecen a firmas que concentran carteras de clientes e inversores. Es decir, son las que efectivamente cierran el negocio y determinan el momento oportuno de compra o venta de los valores. Dichas firmas se manejan con instrucciones de sus clientes, que pueden ser entidades financieras, bancos de inversión, fondos mutuales, fondos de inversión, fondos de pensiones o ahorristas. Las instrucciones pueden ser más o menos precisas, vender las acciones de tal o cuál empresa únicamente cuando alcance tal precio, compre aunque esté a la baja, etc. Dicho método, según sus críticos, permite cierto margen para que los operadores acumulen diferencias en perjuicio del cliente. Por ejemplo, cuando una acción superó el precio al que el cliente solicitó sea vendida, el operador se queda con la diferencia. El pedido fundamental de los fondos de inversión es que este sistema sea reemplazado por un sistema electrónico en que la oferta y demanda de valores se concreten automáticamente de la misma manera que lo hace el Nasdaq. Esto significa un duro golpe para los operadores, aunque desde su perspectiva algo de razón tienen: “Vincent DeSano, jefe global de operaciones bursátiles de Fidelity Investments, dice que a los especialistas les ayudan las normas monopolistas que les dan una ventaja informativa sobre los demás. Citó los altos márgenes y las ganancias constantes de las firmas de especialistas, incluso en los mercados bajistas (...) la participación de los especialistas en la negociación ha aumentado en los últimos años al 14,9% del volumen final de 2002 con relación al 8,6% de 1995” (WSJA 14/10). Durante el auge bursátil, todas estas prácticas eran aceptadas, pues los operadores tenían la capacidad de concretar las operaciones aunque existiesen diferencias de precios (que ellos mismos cubrían, cosa imposible cuando lo realiza un sistema informático). Esos procedimientos comenzaron a ser escrutados y cuestionados, pues comenzaron a constituir diferencias significativas en las utilidades de los inversores, más aún cuando se trata de los pequeños y medianos (generalmente agrupados en fondos). Las firmas de Wall Street y los grandes grupos financieros se muestran indiferentes a dicho cambio, mientras la opción asegure que el público continúe inclinado a intervenir en los mercados bursátiles. Ya que la mayoría son propietarias, asociadas o aliadas de las firmas operadoras. Luego de que las grandes firmas de Wall Street fueran investigadas por su responsabilidad durante los escándalos contables y abonasen irrisorias sumas compensatorias a los inversionistas perjudicados, es el turno de los fondos de inversión y de los operadores bursátiles.

En general existe consenso sobre la necesidad de regular –en el caso del NYSE, de reformular la regulación o al menos ponerla en otras manos– pues sin regulación se pone en riesgo el propio sistema, como cuando se trata de escándalos como el de Enron, que culminó con pocos responsables condenados y con una quita a los acreedores según la cuál por cada dólar se pagaba entre 14,4 y 18,3 centavos (WSJA 11/7). Lo que permanece solapado es que en realidad, la pretensión de reglas justas obedece al principio ya definido por Platón en La República: “justo es lo que conviene al más fuerte”.

Siguiendo este principio, podemos aventurar lo que significa para los países de capitalismo desarrollado, el concepto de regulación válido para el resto de los países. “El Banco Mundial, con la esperanza de promover reformas en los países en desarrollo, planea publicar una nueva encuesta que demuestra que la menor regulación empresarial fomenta la fortaleza económica. El informe utiliza comparaciones para promover la tesis que demasiada regulación esta normalmente relacionada con la ineficacia de las instituciones públicas, lo que causa mayores retrasos y costos adicionales. Las consecuencias con frecuencia son desempleo, corrupción, menor productividad y menos inversión (...) El informe argumenta que la mejora de los derechos de propiedad ofrece beneficios a los ciudadanos, especialmente a los pobres” (WSJA 7/10) El rol invertido de la regulación estatal se explica por el tamaño de las fracciones de la burguesía enfrentadas por la apropiación de la ganancia. Mientras que en los países desarrollados, el enfrentamiento se da entre capitales altamente concentrados –de similar peso económico relativo– y dentro de las relaciones de fuerza establecidas a nivel político (gubernamental, religioso, intelectual, etc.), lo que facilita encontrar una salida negociada al conflicto para comenzar a disputar el próximo. En América Latina, los mismos capitales que se enfrentan allá, acá lo hacen con una burguesía de ínfimo tamaño pero con un peso político quizás hegemónico dentro de las fronteras del país. Eliminar las regulaciones y, por ende, el aparato del estado y las diferentes burocracias (sindical, religiosa, etc.), significa barrer con la base política que le permite a estas burguesías ínfimas entablar una lucha alrededor de los términos en que se establece su relación (al menos en el país o bloque) con un adversario de recursos enormemente superiores.

Recesión y Desempleo

Unión Europea. Las “reformas” o el consenso de la burguesía. “El rendimiento de los 12 países del área del euro durante los últimos cinco años ha sido una desilusión amarga. Y en el corazón de ese pobre rendimiento están Francia y Alemania, que representan aproximadamente la mitad del PBI del área del euro. Al menos que Francia y Alemania recuperen su vigor, el área del euro estará condenada a permanecer por debajo de su rendimiento.” (TE 16/10). La buena noticia, para The Economist, es que los gobiernos francés y alemán parecen competir para ver cuál reforma más rápido los sistemas de jubilaciones, salud, educación, empleo, en suma, el complejo de instituciones básicas implicadas en el “estado de bienestar”.

El razonamiento básico es sencillo: liberemos al capital de todas las “rigideces” (derechos laborales, competencia estatal, regulaciones tarifarias, impuestos “excesivos”) que acotan una tasa de beneficios favorable a las inversiones y luego sentémonos a ver como la riqueza se derrama de arriba al resto de la sociedad. En los 90, aforismos de este tipo dieron el libreto para el saqueo de las economías del tercer mundo. Hoy el “estado de bienestar” resiste el asedio en sus últimas ciudadelas, en el corazón del continente europeo.

En Alemania, la cámara baja acaba de aprobar el paquete de medidas denominado “Agenda 2010”, cuyos ejes son aliviar las contribuciones de los empresarios, eliminar algunas garantías a los trabajadores y bajar el nivel de protección de los desocupados. Sus capítulos dedicados a bajar el costo del desempleo fueron elaborados por Peter Hartz, jefe de personal de Volkswagen. Paralelamente, y luego de las modificaciones en el sistema de salud (ver Análisis de Agosto), se debate la reforma del sistema previsional. Mientras tanto, Schroeder decidió el congelamiento de los haberes jubilatorios a partir de 2004 en respuesta al déficit de 8.000 millones de euros del sistema. Los perjudicados suman 20 millones y además, tendrán que pagar de su propio bolsillo el seguro obligatorio contra invalidez. Por primera vez en medio siglo las jubilaciones no se ajustarán según un coeficiente calculado sobre el aumento del costo de vida y los incrementos de salario acordados en los convenios colectivos de trabajo. 

En Francia, el plan “Agenda 2006” del primer ministro Raffarin incluye la reducción de las cargas sociales de las empresas y baja del impuesto a la renta (un 10 % para 2007); privatizaciones y venta de acciones del estado en empresas públicas; la “estabilización" del sistema de seguridad social (con un déficit de 10.000 millones de euros); la “descentralización” del sistema de educación pública, es decir, paso de la financiación a provincias y municipios; y un millón de nuevos puestos para jóvenes (650.000 como aprendices y bajo “contratos basura”).

En Italia, la tercer economía de la eurozona, el gobierno Berlusconi esgrime la recesión y la deuda pública –equivalente al 106% del PBI– para reformar el sistema de jubilaciones. Se propone elevar la edad mínima de 60 a 65 años para los hombres (60 para mujeres) y aumentar el tiempo de aportes de 35 a 40 años. La reforma fue saludada por el FMI como “un paso en la buena dirección” (LF 23/10).

El gasto público o el conflicto en el seno de la burguesía europea. Si la implementación de las reformas encarnan el consenso de la burguesía a nivel nacional y europeo, la negativa de Francia y Alemania a reducir sus déficits, al menos a corto plazo, aparece como un punto de conflicto. Se impone una pregunta clave: si los gastos sociales de estos gobiernos disminuyen con el ritmo de las reformas, ¿porqué sus gastos no bajan sino que, más bien, aumentan?

El ministro de economía alemán, Hans Eichel, nos da parte de la respuesta al reconocer “un endeudamiento suplementario de 24.500 millones de euros, de los cuales 12.500 obedecen a entradas fiscales inferiores a las previstas y 12.000 a gastos imprevistos de sostén a los desempleados” (LF 13/10). Es decir, que aún el recorte de erogaciones para desempleados contenidos en la “Agenda 2010” no alcanzarían a paliar el efecto de los recortes de impuestos. Según el FMI, las bajas de impuestos previstas en la Agenda 2010 afectarán los ingresos fiscales en al menos 1% del PBI.

En el caso francés, se combinan tanto la baja de impuestos patronales, a la renta y a las inversiones extranjeras, con las prácticas de salvataje de empresas (Alstom, Bull, Telecom, Gaz de France). Que los dos estados más poderosos de la eurozona sostengan a sus propias burguesías nacionales, aún a costa de déficit, representa un punto de conflicto: es claro que constituye una ventaja para las empresas francesas y alemanas en relación con las de otros países menores, y por eso más permeables a la fiscalización de Bruselas.

Hay así, dos estrategias en lo inmediato: 

(1) La que encarna el BCE, tendiente a la transformación de la eurozona en un mercado efectivamente competitivo, mediante el sostén de la estabilidad de la moneda y la imposición de pautas que inhiben a sus estados de subsidiar, aunque sea de forma indirecta, a sus burguesías “nacionales”.

(2) La que impulsan Alemania y Francia, celosas de su propio papel rector en la economía europea, que entienden que la fortaleza del euro es menos importante que el “crecimiento” que derivaría mejorar las condiciones para sus empresas nacionales. 

El Plan de Infraestructura: consenso y conflicto. Resta una última pregunta: si se deprime el poder de consumo: ¿dónde estará la demanda que dinamizará la eurozona?

La posibilidad de que el “Plan General de Infraestructura” impulsado por la presidencia italiana (ver Análisis de Junio) cumpla este rol se fortalece. Pero las distintas alternativas presentadas en la Conferencia Intergubernamental de los días 16 y 17 de este mes y la imposibilidad de llegar al menos a acuerdos provisionales ilustran también el tironeo al interior del bloque para hacer prevalecer los propios intereses “nacionales”. Si hay relativo consenso en torno a que las obras se financien mediante créditos a baja tasa canalizados por el Banco Europeo de Inversiones (diseño en el cual tanto los bancos privados como las empresas ganan), no hay acuerdo en relación al objeto de estas inversiones: frente al interés italiano en revitalizar el proyecto de la vía “Lyon-Turín”, Alemania impulsa la inversión en una red caminera y ferroviaria hacia Europa del Este, al mismo tiempo que países “pequeños”, como Grecia, dan primacía a proyectos de investigación paneuropeos que les permitan acortar la brecha en investigación y desarrollo con los países centrales de la UE.

Regionalización y militarización

El presidente Bush ha prohibido a los periodistas asistir a la llegada de los féretros de soldados norteamericanos a pesar de ser un hecho público. (C 22/10) Otro dato no menor, es que Bush ha decidido dejar de lado a las grandes cadenas para las entrevistas televisivas, favoreciendo a emisoras más pequeñas, generalmente más complacientes con su mensaje de que todo va bien. (C 28/10) Esto demuestra, por un lado, que la situación para EE.UU. en Irak y Afganistán es sumamente complicada, y que el ánimo de la opinión pública norteamericana se encuentra peligrosamente susceptible (en números relativos las bajas son menores), y que puede contarse a los grandes medios entre los sectores de la clase dominante que se oponen a la política de Bush. 

En Irak, los costos para EE.UU. se incrementaron en tal medida que se hizo necesario ceder ante las presiones de la comunidad internacional. Bremer, administrador estadounidense en Irak, no pudo ser más explícito “necesito tanto el dinero que tuvimos que abandonar nuestros principios respecto de la comunidad internacional” (NYT 20/10). Pero ni la presión fue tan intensa, ni las concesiones tan amplias, ni lo obtenido tan crucial para la reconstrucción. La cumbre de Madrid tuvo un resultado modesto, con aportes por 13.000 a 18.500 millones de dólares, de la siguiente manera: Japón (1.500 como donación y 3.500 en préstamos), el FMI (entre 2.500 y 4.000 sólo en préstamos), el Banco Mundial (entre 3.000 y 5.000 en préstamos), países árabes (2.000, 500 de ellos en préstamos de combustible), UE (230) y Canadá (200) (BBC, LF 23/10). Inclusive dentro de EE.UU. el Senado modificó el proyecto de ley que aprobaba fondos para Irak por 87.000 millones convirtiendo 10.150 de ellos en préstamos, a menos que otros acreedores externos de Irak le condonen parte de su deuda, que asciende a un monto impreciso entre 150.000 y 200.000 millones (WP 17/10). Como elemento de presión y publicidad positiva para la cumbre de Madrid  –pues dichos fondos retornan a EE.UU. y Gran Bretaña como utilidades de las empresas contratistas–, el presidente Bush amenazó con vetar… su propio proyecto de ley si no se eliminaba dicha cláusula (NYT 22/10). Es decir, la renuencia internacional a involucrarse continúa, aunque el Consejo de Seguridad haya sancionado la resolución 1511 por unanimidad (inclusive con el voto sirio, cuyo territorio fue atacado por Israel). Pues, en definitiva, la misma es sumamente vaga y no pone en cuestión ni los mandos militares ni la autoridad angloestadounidense en el país. En definitiva, determina compromisos y obligaciones para la ONU en materia humanitaria y económica pero ningún derecho en el aspecto político ni en el militar (TE 13/10). Inclusive, sólo posteriormente EE.UU. cedió el control a agencias de la ONU y el Banco Mundial, quizás como forma de asegurarse que en la letra de la ley continúen al mando, aunque momentáneamente cedan ciertas tareas que lo sobrepasan (NYT 20/10). Mientras tanto, a cambio de un préstamo del FMI por 8.000 millones de dólares, Turquía accedió a enviar 10.000 soldados (TE 8/10), aunque ante la resistencia de las autoridades pro-norteamericanas y de la población en general impide por el momento su concreción (debido a conflictos de larga data, no sólo el actual con los kurdos)  (WP 23/10). Distinto es el caso de Rusia, que prometió ayuda siempre y cuando se respeten los contratos petroleros que firmaron las empresas rusas con Saddam Hussein, lo que ahora cuenta con mayores posibilidades. British Petroleum adquirió parte de TNK International (26/6) y ExxonMobil y ChevronTexaco se encuentran en negociaciones para adquirir un 25% de Yukos, la mayor petrolera rusa (27/9).

Por otra parte, el último informe sobre el armamento iraquí no arrojó resultados (NYT 25/9). Esto produjo una intensificación de la presión sobre la administración Bush, particularmente se centraron en el reciente escándalo periodístico con el agente encubierto de la CIA. El principal crítico de la gestión acerca de las armas y enviado diplomático que puso al desnudo que la compra de Uranio en Níger era falsa (ver Análisis anteriores), sufrió la filtración de información que develó la identidad de su mujer, agente encubierta de la CIA. En la cuestión parece estar implicado el colaborador más cercano del presidente, Karl Rove, y podría culminar en la conformación de una comisión investigadora independiente. 

Al interior de Irak, luego de que Colin Powell pusiera seis meses como límite para la sanción de una constitución para el país (NYT 26/9), las propias autoridades establecidas por EE.UU. descartaron la posibilidad (NYT 30/9). Lo irrisorio del plazo se demuestra en la falta de un criterio para designar a los delegados y a la posibilidad de establecer un padrón o registro de votantes. En realidad, la intención no es la entrega el poder, sino más bien mostrar la inclinación a hacerlo. Al mismo tiempo, el clérigo chiíta y principal opositor a la ocupación, Moqtada Sadr, conformó su gabinete y la milicia que comanda se enfrentó por primera vez con tropas estadounidenses (NYT 12/10). 

En Palestina, el conflicto continúa la escalada. Detrás del gobierno de Sharon aparece cada vez más claro el aval de EE.UU.. En plena construcción del muro que divide Palestina de Israel, el gobierno israelí acude a Washington para discutir la cuestión en medio de la crítica internacional (NYT 20/9). Lejos de detenerse, incrementa el ritmo de su construcción y con ello sepulta las posibilidades de entablar conversaciones, pues dicho muro conlleva la usurpación de tierras palestinas y la fijación de los asentamientos israelíes, principal escollo en las negociaciones. Asimismo, luego del ataque a una base en las afueras de Damasco, capital de Siria, por parte de la fuerza aérea de Israel (TE 6/10), EE.UU. afirmó el derecho de Israel de defenderse, cuando no existió agresión alguna desde Siria (NYT 7/10), bastó acusarla de vincularse con organizaciones terroristas. Tras lo cual, el congreso norteamericano comenzó a tratar nuevas sanciones a ese país (WP 8/10).

Conflictos Sociales

UE. Reformas y resistencia popular. La desarticulación del estado de bienestar en Alemania y Francia resulta clave para la burguesía no sólo por la importancia de estas dos economías: se trata, además, de derrotar a los movimientos obreros más organizados y resistentes del proletariado europeo. Naturalmente, los cuadros políticos e intelectuales de la patronal no invocan los intereses de clase para justificar el asedio a las conquistas de los trabajadores, sino razones demográficas, técnicas y aún de interés nacional. Para evitar los costos políticos inmediatos que implica el empeoramiento de las condiciones de vida de los trabajadores, se intenta “remodelar” las percepciones tradicionales de la clase obrera, mediante una operativa que encontramos sintetizada en un documento del Banco Mundial: “Los programas de comunicación pública no deben estar dirigidos únicamente a sostener las privatizaciones sino también a promover cambios en los comportamientos sociales y políticos a largo plazo. Deben estar basados en unas estrategias que incluyan un análisis socio-político de los grupos a que se dirigen, mensajes claros y el empleo de los canales de comunicación más apropiados. Implican el análisis de los segmentos afectados por la privatización del sector y de las medidas necesarias para obtener su apoyo. Se deben utilizar todos los canales de comunicación nacionales, formales e informales, para informar y para consolidar el consenso, sostener la visión del proyecto y dotar de confianza a los procesos de reforma” (“Después de las jubilaciones, el sector público”, BM, 6/3/02).

Aún así, las reformas sólo avanzan paso a paso, pues no se dan en una situación de parálisis por parte del movimiento obrero. 

En Alemania, el canciller consiguió convencer a seis de sus socialdemócratas díscolos a última hora e impuso por 306 a 291 votos la aprobación de Agenda 2010 en la cámara baja del parlamento, y eso a costa de ciertas modificaciones en el proyecto original. El líder del sindicalismo alemán, Frank Briske, anunció luego de la jornada: “Me queda un sentimiento muy amargo después de que el gobierno se permite eliminar logros sociales. Como sindicalistas no lo aceptaremos, haremos presión, eso se lo puedo prometer” (LF 18/10). En Francia, la aprobación de la reforma de las jubilaciones le costó al gobierno dos meses de paros y movilizaciones que repercutieron duramente sobre el desempeño de la economía en el primer semestre, y los trabajadores de la salud y la educación se encuentran movilizados desde principios de año. En Italia la propuesta de reforma previsional logró que la central católica (CISL) y la socialista (UIL) rompieran el “Pacto por Italia” suscripto con el gobierno en julio de 2002 y se sumaran a la CGIL (la principal central, con más de 5 millones de afiliados) en la huelga general de 4 horas del 24 de este mes. Recordemos que la caída del primer gobierno de Berlusconi (en 1994) resultó de la oposición conjunta de las principales centrales sindicales.


América Latina

El movimiento popular dislocó nuevamente el mapa político latinoamericano, esta vez en Bolivia. El pueblo boliviano en su conjunto (obreros, campesinos, estudiantes) hizo retroceder al proyecto de exportación de gas por Chile hacia EE.UU., imposición de una política neoliberal (caracterizada de “progresista” por EE.UU.). A su vez, eliminó a un presidente, cuya asociación tan estrecha con los intereses norteamericanos (reales) lo había vuelto insoportable para la población.

Pero esta expresión de conflictividad social no tomó por sorpresa a los principales responsables norteamericanos hacía Sudamérica ni tampoco a los organismos internacionales. Tal como afirmáramos en Análisis de Coyuntura anteriores, fueron varios los encuentros y reuniones de la Organización de Estados Americanos (OEA) y de los obispos latinoamericanos para alertar sobre lo que ellos llaman "Crisis de Gobernabilidad" o "Democracias Frágiles".

Ahora bien, paralelo a esto se produce el intento por parte de EE.UU. de llevar adelante el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), que intenta unir comercialmente Alaska con Tierra del Fuego, eliminando las barreras comerciales y apostando al libre comercio entre los países del continente americano (con excepción de Cuba que no participa en el acuerdo). Este intento, se sabe, es una ofensiva norteamericana sostenerse frente a sus competidores y salvar los grandes grupos monopólicos afectados por la crisis mundial, a costa del aparato productivo del resto del continente.

Pero a su vez, también se observa una mayor militarización en la región, evidenciada en el despliegue de tropas norteamericanas, en los ejercicios conjuntos que realiza con las de América Latina, y en el entrenamiento de tropas en EE.UU.. Para culminar se le suma la presión por declarar inmunes a las tropas norteamericanas que actúen en cualquier país de América. (ver Seguridad y Militarización en Argentina)

 Pasemos ahora a analizar que tienen en común el ALCA, la creciente movilización social y la continúa militarización en toda América Latina, así como las respuestas colectivas e individuales que intentan dar los distintos países de la región.

Concentración y apertura de los mercados

Cómo afirmamos más arriba, las grandes corporaciones transnacionales necesitan abrir nuevos mercados, de ahí que los países que todavía conservan sectores de la economía en manos públicas o estatales, son presionados (por estas transnacionales o por los países en donde se encuentran sus casas matrices, tanto en EE.UU. como en la UE) para realizar reformas estructurales –todas inspiradas desde la doctrina neoliberal– que abran nuevas oportunidades de inversión. 

Esta iniciativa amenaza con terminar de destruir la base de la reproducción de las burguesías locales, debido a su incapacidad para competir con la maquinaria norteamericana. De esta manera, el empresario más rico de Latinoamérica y el más importante inversor, Carlos Slim, manifestó su oposición al “Consenso de Washington” –diseño estadounidense para el desarrollo económico de las últimas dos décadas que promueve las exportaciones, reducir drásticamente los gastos fiscales y las barreras arancelarias, y privatizar las empresas estatales–: “Desde que comenzamos a aplicar el modelo impuesto por el FMI, hemos tenido dos décadas sin ningún crecimiento per cápita”, declaró Slim. También criticó a los países desarrollados porque “nos piden abrir las economías y resulta que (ellos) las abren en la industria pero no en el sector agrícola. Se abren donde tienen ventajas y se cierran donde hay desventajas. Se abren al comercio y se cierran a la globalización laboral” (LJdM 30/9)

Ante la profundización de la crisis económica en América Latina y el escaso margen de maniobra de los gobiernos locales en materia económica, los empresarios de la región formarán una "asociación para financiar el desarrollo de los países del área", anunció Carlos Slim Helú (que ya en el mes de mayo realizó una cumbre secreta en Cancún con los empresarios más importantes de América latina), esta asociación estaría constituida por los empresarios latinoamericanos, los bancos privados, los mercados de valores y, quizás, los bancos de desarrollo y las instituciones financieras mundiales. La búsqueda de un crecimiento hacia el mercado interno y "combate frontal a la pobreza con alto sentido de urgencia", se debe a que, según esta fracción de la burguesía latinoamericana, el bienestar de la población "no es sólo un asunto ético, de justicia y de responsabilidad social, sino también de conveniencia económica" (LJdM 9/10).

México

Este país todavía conserva el control estatal del petróleo (a través de Pemex) y la electricidad (a través de CFE). Pero desde el propio gobierno de Vicente Fox, hay una presión permanente para realizar las reformas. Ante empresarios afirmó que su gobierno tiene "reformas estructurales pendientes que estamos trabajando con el Congreso de la Unión y esperamos concretar de aquí a diciembre"(LJdM 13/10). Ese paquete también propone modificar el sistema tributario para aplicar impuestos al consumo de alimentos y medicinas, que ahora están exentos, y para reducir de 15 a 10% la tasa general del IVA.

Las reformas ya están avanzando: Pemex adjudicó el primer Contrato de Servicios Múltiples (CSM) –artilugios legales para violar la constitución, que prohíbe la explotación de la riqueza del subsuelo del país por capitales privados– a la petrolera española Repsol, única participante en el proceso de licitación del bloque Reynosa-Monterrey, parte de  la cuenca gasífera de Burgos. Pemex informó que este bloque “es uno de los más grandes en esta ronda de licitación”, y anunció que “los seis bloques restantes se adjudicarán en las siguientes cinco semanas”, para que ya en enero de 2004 las empresas privadas inicien sus actividades. (LJdM 17/10)

Obviamente esto produce tensiones entre empresarios locales y empresas extranjeras transnacionales por ver quién se queda con la mejor tajada de todo este proceso: “México debe prepararse para abrir la inversión a particulares, pero exclusivamente a nacionales”, afirmó el presidente de la Asociación Latinoamericana de Micros, Pequeños y Medianos Empresarios (Alampyme), Pedro Salcedo. Señaló que en una primera etapa habría disponibles por lo menos 10.000 millones de dólares a un plazo de cinco años: “La inversión no debe venir del extranjero. Aquí hay empresarios que tienen recursos y que están decididos a invertir en el sector energético. No habría límite para canalizar recursos y en los consejos de administración tanto de Petróleos Mexicanos(PEMEX) como de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) se abrirían espacios para dar voz y voto a los inversionistas”, indicó el empresario (LJdM 10/10)

Veamos otro ejemplo de las presiones que reciben los países, no importa su tamaño o dimensión económica.

Costa Rica

El representante comercial de EE.UU., Robert Zoellick, advirtió que Washington podría marginar a Costa Rica del Tratado de Libre Comercio con Centroamérica si no anula el monopolio estatal de las telecomunicaciones; también reclamó la liberalización de la electricidad y los seguros. Esto provocó problemas políticos al gobierno costarricense, y la agitación del movimiento social contrario a la apertura extranjera en el sector: “Zoellick viene (a Centroamérica) a levantar su alicaída imagen internacional, a mostrar el látigo que no pudo imponer en Cancún” (LJdM 3/10), declaró el directivo de la Unión de Cámaras de Costa Rica, Marco Vinicio Ruiz, quien es también representante de Costa Rica en el Consejo Empresarial Centroamericano. Zoellick insinuó que EE.UU. podría continuar negociando un Tratado de Libre Comercio con Centroamérica (CAFTA, por sus siglas en inglés) solamente con Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua, si los costarricenses no ceden. Estas amenazas calaron hondo, ya que Costa Rica se fue del G-21. 

Situación política

Bolivia. El conflicto desatado en septiembre a partir del proyecto de construcción de un gasoducto para exportar gas a Chile, con destino final a EE.UU., terminó con la renuncia del presidente Sánchez de Lozada. Lo que empezó como oposición al proyecto del gobierno –en el cual, el mismo presidente tenía intereses económicos, ver Análisis anterior– terminó aglutinando a distintos sectores bajo un único lema: “contra la exportación de gas y por la renuncia del presidente”. Los dos movimientos que estuvieron al frente de la protesta fueron los campesinos aymaras liderados por Felipe Quispe –líder del Movimiento Indígena Pacha Kuti y, también, dirigente de la Central Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia–, y los cocaleros, representados por Evo Morales –actual diputado del Movimiento al Socialismo (MAS) y ex candidato presidencial. Iniciado el conflicto a mediados de septiembre, con el correr del mes de octubre cobró mayor relevancia producto del crecimiento de la protesta social, la debilidad del gobierno de Sanchez de Lozada, y la renuncia final del éste. 

El movimiento de protesta, de lo particular a lo general. Desde el punto de vista de la protesta social, ésta se fue articulando a nivel nacional, sumándose a las marchas, los cortes y las movilizaciones en La Paz (cuya zona de El Alto fue una de las más conflictivas a la hora de los enfrentamientos con la fuerzas de seguridad) las principales ciudades del país: Sucre, Oruro, Potosí, Cochabamba, así como también el polo económico agroindustrial más importante del país, la ciudad de Santa Cruz. Además, el último día de septiembre, se había sumado la central sindical, la Central Obrera Boliviana (COB), que había dado comienzo a una huelga general por tiempo indeterminado, ratificada el día 15 de octubre, y cuya finalización se daría una vez que renunciara el presidente de la nación. A su vez, los cortes de las principales rutas de Este a Oeste aislaron la capital del país e interrumpieron la circulación de mercancías entre las principales ciudades, medida que se hizo posible por la huelga de los chóferes, quienes el día 12 se plegaron al conflicto, como los trabajadores del Estado. La consignas principales exigidas por todo el movimiento fueron la oposición a la exportación de gas y la renuncia del presidente. A este reclamo se sumó la oposición de los campesinos y los indígenas a los reemplazos de los cultivos de coca, un proyecto que auspicia EE.UU.. Todos estos reclamos fueron articulándose, también, en la oposición a todas las políticas de Sánchez de Lozada, férreo introductor del neoliberalismo en su primera presidencia, entre 1993 y 1997:  echó a miles de mineros de la empresa estatal y emprendió las privatizaciones más importantes de toda la historia del país, trenes, teléfonos, petrolera estatal, “logrando” una desocupación del 30%. Es de destacar, que hablar de Sánchez de Lozada en Bolivia este último mes, fue identificarlo con EE.UU., país donde además de exiliarse, se crió y se educó; aunque, más allá de que sean hechos de la vida personal del ex primer mandatario, el pueblo boliviano los leyó tal cual como se le presentaron, es decir, como portavoz del neoliberalismo y aliado de los intereses y de la política de los norteamericanos. De esta forma, la protesta, una vez más tuvo como eje repudiar y frenar la nueva avanzada neoliberal privatizadora en el país. 

La fuerzas del orden. Por este lado, el gobierno y el presidente, a medida que avanzaba la protesta hicieron lo posible por identificar la misma como un movimiento subversivo y sedicioso, descargando la responsabilidad en sus líderes, Quispe y Morales, acusando a este último de intentar “un proceso sedicioso de golpe de Estado”(LN 13/10) y, a ambos, de “querer instalar una democracia narcosindical”(LN17/10). Pero detrás de los líderes estuvo el movimiento, que superó los efectos de esa condena mediática, y siguió enfrentando a un presidente que se encontraba cada vez más aislado. El día 14/10 el presidente desistió de su proyecto del gasoducto y dijo que consultaría a los ciudadanos qué hacer con las exportaciones de gas, por lo que llamaba al diálogo a todos los sectores sociales. Pero el movimiento, como dijimos anteriormente, siguió escalando y se negó al diálogo. El vicepresidente Carlos Mesa le retiró su apoyo, de la misma forma que dos de los principales partidos de la coalición gobernante, el MIR (Movimiento de Izquierda Revolucionaria, del ex presidente Jaime Paz Zamora) y el NFR (Nueva Fuerza Republicana). Así, el único apoyo que tuvo el gobierno fueron las fuerzas de seguridad (incluso con un sector disidente), y los apoyos externos, principalmente de EE.UU., alarmado por el “efecto contagio en la región (...) siendo Bolivia el principal tema de la Secretaría de Asuntos Hemisféricos del Depto. de Estado de Washington” (LN 16/10). El lema de la política exterior norteamericana, como así también del secretario de la ONU Kofi Annan, la OEA y varios países de América Latina, fue “la defensa de la democracia (...) y hacer todo lo posible por evitar un golpe de Estado en Bolivia” (LN, 16/10). Detrás de esta formalidad, claramente se apreciaba que el gobierno de Lozada tenía las horas contadas y el problema era qué es lo que venía, y cuánta fuerza tenía el movimiento de protesta para instalarse en el poder político. De ahí todo lo posible por identificar movimiento con objetivos golpistas y hablar de todo apoyo a cualquier salida constitucional al conflicto. Pero la violencia siguió creciendo, Felipe Quispe –quien declaró: “[Lozada] debe irse a los EE.UU., es un gringo que no conoce nuestra patria ancestral (...) no negocio con un carnicero”, (LN 15/10)–, y Evo Morales, no aceptaron ningún tipo de negociación con el presidente Sanchez de Lozada y siguieron pidiendo su renuncia. Los enfrentamientos continuaron, las muertes al día 16 estaban en 83, los enfrentamientos en La Paz, y particularmente en El Alto, eran a la vez que frecuentes cada vez más violentos. El 18, el presidente terminó por contradecir sus propias declaraciones, que desde el 15 de septiembre circulaban diariamente: “no voy a renunciar”, dejando el gobierno, y exiliándose en EE.UU.. 

Lo que vendrá. A Lozada lo reemplazó el vicepresidente Carlos Mesa. Este no cuenta con un apoyo político importante, no tiene estructura política propia ni legisladores, y, siendo un advenedizo en el mundo de la política, es incierto el rumbo que pueda tomar. El único apoyo fuerte con el que asume son las Fuerzas Armadas, indispensables para contener nuevos conflictos. En un principio, para calmar las aguas, declaró al asumir, que, “apostar a la ortodoxia económica es una locura. El modelo ortodoxo ya no tiene sustentabilidad.” (C 19/10). Esto en lo que tiene que ver a las aguas del movimiento social. Pero, con respecto a los intereses ligados a EE.UU. y al capital más concentrado, también buscó alinearse: “Siempre hubo una relación conflictiva entre América Latina y los EE.UU., eso no ha desaparecido, pero la relación de mi gobierno con EE.UU. es muy buena, (...) me han ratificado el apoyo”. Lo cierto es que la llegada de Carlos Mesa permitió al movimiento de protesta social terminar con las movilizaciones, huelgas y cortes de ruta, ya que los dos objetivos principales reclamados se cumplieron: frenar –al menos en forma momentánea– la exportación de gas a Chile con destino a EE.UU., y la renuncia del Sanchez de Lozada. Así, el líder aymara Felipe Quispe suspendió por 90 días las movilizaciones y bloqueos, participando de un acto junto al presidente en la plaza San Francisco, escenario de los principales enfrentamientos en La Paz, declarando: “Hemos decidido darle un plazo al gobierno. Si no está con los pobres, terminaremos con él también (LN 21/10).” El futuro es incierto. Hasta aquí jugaron dos fuerzas, la de los que representan a la mayoría del país, campesinos, indígenas (que son el 70 % de la población, todos por debajo de la línea de pobreza) que salió a las calles, y las fuerzas del capital más concentrado, representadas en el millonario empresario minero ex presidente y sus socios inversores, aliados al capital extranjero. El devenir de los acontecimientos depende de la fuerza construida por el movimiento social y de su capacidad para, generar una relación de fuerzas que le permita imponer un proyecto propio, más allá de poder movilizar a vastos sectores de la población y voltear un gobierno. También, de cómo se reubiquen las fuerzas del capital más concentrado, que necesitan seguir haciendo sus negocios, y del rol que juegue el nuevo gobierno en el nuevo escenario. 

Pero Bolivia no es el único dolor de cabeza en la región. En Colombia el presidente de derecha Alvaro Uribe –principal aliado norteamericano en la región– llamó a una consulta que consistía en 15 preguntas sobre reducción de órganos políticos, la posibilidad de reelección y medidas de ajuste fiscal como el congelamiento de salarios de estatales. En fin, todo para "acabar con la corrupción y la politiquería", aunque Uribe también lo publicitó como un "plebiscito contra el terrorismo". Las propuestas del presidente fueron rechazadas, con una abstención del 70% del electorado y un golpe político importante, potenciado por el triunfo del ex sindicalista de izquierda en la Alcaldía de Bogotá, Luis Eduardo Garzón, representante del partido Polo Democrático Independiente, que integra a ex guerrilleros, indígenas e intelectuales 

Regionalización y militarización

El fracaso de la OMC en Cancún, ha puesto en jaque la entrada en vigor del ALCA. Así lo entienden los principales protagonistas y representantes de los diferentes países y bloques económicos. Tal como informamos en el Análisis de Coyuntura no 40 los grandes subsidios de los países industrializados (en este caso particular, de EE.UU.) fueron centro de las protestas de las naciones latinoamericanas, agrupadas en torno a Brasil, uno de los líderes del grupo de los 21 (G-21), un bloque en contra de la política de los países industrializados. Ante la negativa de eliminar los subsidios agrícolas, el tono de las discusiones fue en aumento y la posibilidad de concretar el ALCA para el 2005 (tal como está previsto) quedó en duda. 

La táctica escogida por EE.UU, ya delineada por su representante comercial, Robert Zoellick, consiste en procurar acuerdos bilaterales, en los cuales empleará todas sus ventajas financieras, políticas y económicas con aquellos países que están dispuestos a avanzar en las negociaciones, estableciendo tratados de libre comercio (más conocidos como TLC, México ya firmó uno con EE.UU., al igual que Chile). Según el New York Times: "Zoellick dijo que se movería hacia acuerdos de libre comercio con naciones o regiones individuales, e hizo notar que tenía una larga lista de países que desean negociar con EE.UU." (NYT 15/09).

A su vez la presión no se hizo esperar y aquellos países latinoamericanos que habían estado junto al G-21, fueron amenazados de que no firmarían ningún acuerdo, lo que imposibilitaría de recibir recursos e inversiones. De esta manera Ecuador, Guatemala, Perú, Colombia y Costa Rica se fueron del G-21 y ya manifestaron su beneplácito en la firma de acuerdos directos con EE.UU.. 

Por otra parte, la burguesía más poderosa de América Latina, la brasileña, trata de hacerle frente al ALCA. La cuestión es sencilla, la burguesía más poderosa de América latina va dar la pelea necesaria para no ser eliminada por la burguesía de EE.UU.; Brasil sabe que la capacidad productiva norteamericana eliminará la mayor parte de su aparato productivo (al igual que Argentina) y que será reducido a un país agroexportador, como la mayoría de los países de la región. De lo que se ataja Brasil para frenar al ALCA es que sin la eliminación de los subsidios no habrá ALCA., o por lo menos habrá un ALCA no cómo lo quiere EE.UU.: "Brasil no aceptará presiones ... ni permitirá que lo obliguen a negociar en condiciones desfavorables", afirmó Lula (C 21/10).

La tensión llegó a tal punto que según Roberto Rodríguez, ministro de Agricultura de Brasil, “Miami –en referencia la cumbre de ministros que tendrá lugar el 21 de noviembre para discutir sobre los próximos pasos a seguir en materia del ALCA– podría ser para el ALCA lo que Cancún fue para la OMC” (LJdM 22/10). En la misma tónica se pronunció el negociador de Brasil ante el ALCA, Adhemar Bahadían: “corre serio riesgo de no salir de la condición de proyecto” (LN, 22/10) en referencia a la aplicación del ALCA; aunque estas últimas afirmaciones aparecen más retóricas que reales. 

G-22 en Buenos Aires

El grupo está constituido por varios países de América Latina, Asia y África, liderados por Brasil, Argentina, China y Sudáfrica. El canciller brasileño Celso Amorín es el coordinador del mismo y está a la cabeza de las negociaciones internas del grupo, para llevar una postura en común a la próxima cumbre de la OMC en el mes de diciembre en Ginebra. En este agrupamiento, hasta ahora, no existe más que el acuerdo que los vio nacer: cohesión para enfrentarse a los países (EE.UU.) o bloques (UE) más poderosos en materia de agricultura y no aceptar nuevas imposiciones si antes no se reducen significativamente los millonarios subsidios agrícolas. 

La intención de este encuentro fue la de articular de antemano una posición común y poder encarar las negociaciones de los próximos encuentros internacionales sin desinteligencias, como así también bajar el tono de la pulseada, especialmente con los EE.UU., que hizo alejar a algunos miembros y a posibles nuevos integrantes. Costa Rica no asistió al encuentro, igual que Colombia; mientras que, por otro lado, se terminó de incluir a Uruguay que en la cumbre había quedado al margen –aunque sin firmar el documento final–, y a Cuba. Está claro que todos los países comparten el objetivo básico que los nuclea, eliminación de subsidios agrícolas en el comercio mundial, pero no todos los integrantes se juegan los mismos intereses. Esto tiene que ver con que la formación de este grupo es usada para medir fuerzas con EE.UU., y su impulso del ALCA, con otras regiones y países, especialmente el MERCOSUR, donde Argentina y Brasil empiezan a delinear una estrategia en común. Varios integrantes debieron soportar las presiones de Washington luego de la cumbre de Cancún, algunos hicieron caso, otros no, pero exigieron un perfil más bajo en todo lo que no sea el exclusivo interés que los nuclea, o la forma en que se negocia por el mismo. De ahí, que unos de los objetivos de esta reunión fue “lograr cohesión interna” y también mostrar un “espíritu constructivo” en torno a la próximo encuentro de Ginebra. 

Días antes del encuentro en Buenos Aires, el canciller brasileño Amorín había declarado que “todos sabemos el poder de fuego de EE.UU. en varios sentidos”(LN 11/10), en función de la presión de dicho país del norte para producir bajas en el flamante G-22 (o G-20, o G-18, de acuerdo a los apoyos o deserciones de cada día y, por lo cual el canciller Rafael Bielsa lo denominó G-x). Como adelantamos, la respuesta de EE.UU. no se hizo esperar. Tras Cancún, las preocupaciones de la Casa Blanca tuvieron que ver con que “este bloque se convierta en el germen de un realineamiento en el Tercer Mundo” (C 10/10), o a algo similar al movimiento de Países No Alineados de principio de los ’80. Asimismo, Robert Zoellick acusó al gobierno brasileño “de poner todas las piedras posibles en el camino de la integración continental” (14/10). En vísperas de la reunión el canciller argentino Rafael Bielsa bajó el tono de las declaraciones y aclaró que “no es bueno trasladar metáforas bélicas al terreno comercial, porque es la peor manera de llegar a un acuerdo”(LN 11/10). 

Consenso de Buenos Aires. 

Es un documento elaborado luego del encuentro de los presidentes de Brasil y de Argentina, Lula y Kirchner; cuyo nombre alude, claro está, al Consenso de Washington. El nuevo escrito reivindica principios que tienen que ver con el crecimiento con justicia social y equidad de ambos pueblos a la hora de negociar la deuda externa, (limando asperezas en las diferentes relaciones de ambos países con el FMI para renegociar quitas y establecer cumplimientos), el rol del Estado, el aliento de políticas públicas, y la revalorización de la democracia. Si bien la mayoría son cuestiones de forma –y además no condenan ni niegan las prácticas surgidas del famoso texto de Washington– este nuevo Consenso busca sumar fuerzas entre ambos países en sus relaciones hacia el exterior, como así también equilibrar algunas cuestiones internas entre ambos. 

Por el lado externo, quedó constituida una alianza estratégica entre Brasil y Argentina que otorga mayor solidez al MERCOSUR y a ambos países, que negociarán conjuntamente sus relaciones con EE.UU., cuestión de conflicto entre ambos por la forma diferenciada que tenían hasta ahora. También, “tanto en la OMC como en el ALCA, la coordinación [entre Brasil y Argentina] del MERCOSUR permitirá fortalecer las posiciones negociadoras de ambos países miembros y de los que se asocien con ellos, dentro o fuera de la región” (C 19/10). También es importante la fuerte presencia y liderazgo que buscan Brasil y Argentina, más que para el interior del MERCOSUR, para los posibles nuevos socios de este grupo, básicamente países sudamericanos. Así, un conocido un periódico brasileño afirmó en torno a la expectativa de Brasil en la región: “Después del neoliberalismo y de la alternativa frustrada de Venezuela, la esperanza son Brasil y Argentina, Lula y Kirchner” (FSP 13/10). Está claro que ambos países se necesitan para negociar su integración a acuerdos como el ALCA y, es en ese sentido que liman asperezas y hablan de nuevos consensos. Pero también, esta demostración de fuerzas deja en claro que ya no se discute la integración al ALCA, sino la forma en cómo se hace, cuestión que el canciller brasileño Amorín dejó muy clara al afirmar que, “el verdadero debate es si queremos un ALCA equilibrado un ALCA a cualquier precio” (C 14/10). El último punto del Consenso de Buenos Aires, también menciona esta cuestión: “pactar en la fecha prevista (1 de enero de 2005) el ALCA pero en forma realista y pragmática”. 

Por el lado interno, hubo intentos de solucionar los desequilibrios comerciales entre ambos países, creando un Comité de Monitoreo del Comercio Bilateral que deberá analizar el comportamiento de los flujos de intercambio y formular recomendaciones ejecutivas consensuadas al respecto. Esto introdujo en la agenda la queja de sectores de la UIA –básicamente textiles– perjudicados por la “avalancha” de importaciones brasileñas, estimuladas por la recesión del país vecino. Además, formalizaron la propuesta de la UIA, y la de su par en Brasil, la CNI, de formar un “consejo empresarial binacional”. La pregunta es cómo, más allá de los acuerdos, los industriales de San Pablo se abstendrían de exportar más productos textiles y electrodomésticos para Argentina en medio de la contracción brasileña. A pesar de los acuerdos, no será fácil si la coyuntura económica sigue como viene. Aunque, es claro, en el Consenso de Buenos Aires primaron los intereses de ambos países en función de su política exterior y regional con EE.UU., el ALCA, y la OMC, más que los desequilibrios bilaterales entre Argentina y Brasil. 

Militarización

Producto de la incapacidad de aplicar las medidas neoliberales y ante los posibles resultados al extender el ALCA en toda la región, EE.UU. se prepara para que no haya ningún impedimento en su estrategia. Para ello necesita no sólo gobiernos que respondan a su llamado, algo cada vez más complicado debido a la convulsión social –recordemos que con Bolivia, ya suman seis los presidentes expulsados por la movilización popular: Ecuador en 1997 y 2000, Paraguay en 1999, Perú en el 2000, Argentina en el 2001 y ahora Bolivia–, sino también extender una fuerza militar de rápido despliegue. 

Para este objetivo EE.UU. delineó varios frentes. En primer lugar la asistencia militar estadounidense a América Latina se triplicó en los últimos seis años, y en 2002 Washington brindó capacitación militar a más soldados de esta región que de cualquier otra zona del mundo. El año pasado EE.UU. adiestramientó a 13.076 soldados latinoamericanos, incluyendo a 6.477 colombianos. La asistencia militar y policíaca estadounidense representó más de 680 millones de dólares destinados a América Latina en 2002: "Mientras tanta atención está enfocada en otras partes del mundo, aún hay una relación militar a militar muy significativa e intensa entre EE.UU. y América Latina" (LJdM 23/9), explicó Joy Olson, nueva directora de la Oficina en Washington sobre América Latina y una de los autores del informe. El país que más recursos recibe de los programas de asistencia militar es Colombia, la mitad del total de los fondos. 

Según los datos, “la asistencia militar estadounidense ahora es casi del mismo tamaño que la asistencia económica. Tan recientemente como 1998, la asistencia militar y policíaca estadounidense era sólo la mitad de lo que otorgaba EE.UU. en asistencia económica" (LJdM 23/9). El gobierno de Bush ha pedido al Congreso 874 millones en asistencia para la policía y los militares en América Latina para el año fiscal 2004, poco menos que los 946 millones en asistencia económica solicitada para esa región. 

Otra forma de lograr una mayor presencia en la región, no sólo son los entrenamientos en conjunto con las Fuerzas Armadas de los países, sino a partir de la inmunidad de las tropas norteamericanas ante la Corte Penal Internacional (CPI) en territorio latinoamericano. Colombia, a partir de su presidente Uribe ya aceptó esta disposición. Debido a esto EE.UU. y Colombia firmaron un acuerdo mediante el cual Washington se comprometió a entregar a Bogotá 119 millones de dólares para financiar la sustitución de cultivos ilegales y en apoyo a programas de asistencia humanitaria a los desplazados por la violencia. Para el Plan Colombia han entregado ya 2.300 millones de dólares en entrenamiento y asistencia militar para combatir el narcotráfico y la guerrilla (LJdM 3/10). Ejemplo contrario al colombiano es Paraguay, debido a su negativa de dar inmunidad a las tropas norteamericanas. Como represalia EE.UU. suspendió la ayuda militar acordada (LJdM 2/10), y amenazó con tomar mayores represalias al débil gobierno paraguayo .

Cuba-EE.UU.

Se reforzó la presión de EE.UU. contra el gobierno cubano. Bush anunció la adopción de un plan que busca: 1) aumentar el número de refugiados cubanos que EE.UU. cobija anualmente, 2) aplicar con mayor rigor la prohibición de viajar a la isla a todo ciudadano de EE.UU. y 3) formar una comisión de alto nivel que estudiará otras formas de presión para terminar con el gobierno de Castro: “Claramente el régimen de Castro no cambiará por su propia decisión. Pero Cuba debe cambiar” (LN, 11/10), sentenció Bush. 

Estas medidas fueron bienvenidas por la mafia cubana de Miami, tradicional bastión anticastrista, y uno de los responsables de que Bush se encuentre en el poder, a partir de los votos de Florida. El propio presidente norteamericano estaba siendo blanco de críticas por la supuesta “relajación” de las medidas hacia la Isla. Muchos ven esta medida como “electoralista” ya que el 2004 es un año de elecciones presidenciables y Bush necesita más que nunca de los votos de los cubanos (más de un millón) para ser reelegido. 

Argentina
La pelea por los negocios

Mientras se acerca la hora de definiciones, recrudece la pelea al interior de la burguesía con intereses en nuestro país, mostrando no sólo las fracturas en sus formas nacionales, sino además al interior de cada fracción.

Tres temas de coyuntura nos permiten observar este movimiento interno: la deuda externa en default, el llamado de Kirchner a la “burguesía nacional”, y la disputa por las tarifas de los servicios públicos.

Desenredemos pacientemente esta galleta.

1. Deuda externa

El gobierno acordó con los organismos multilaterales de crédito (FMI, BM, BID) el pago de todo lo adeudado, refinanciando los pagos de los próximos tres años, y sin ningún tipo de quita. Luego, se planteó a los acreedores privados de bonos de deuda, el pago de lo adeudado (94.300 millones de dólares), pero con una quita del 75% del capital, y olvidándose de los intereses generados desde la declaración del default, en diciembre de 2001 (14.000 millones de dólares).

Obviamente, la medida no conforma a los acreedores, por lo que muchos iniciaron juicios contra el Estado argentino. Como vemos, la situación es más que tensa.

A principio de mes, viajó a EE.UU. el Ministro de Economía, Roberto Lavagna, confirmando la medida: “La quita es de un 75%, no es de 73 ni de 74. La crisis primero golpeó a los argentinos. Ahora les toca el asumir la realidad a los inversores que fueron inducidos por los bancos a entrar en papeles de alto riesgo”, dijo Lavagna. (LN 01/10)

La primer etapa de la negociación fue un fracaso. En primer lugar, el viaje de Lavagna y Nielsen no convenció a los acreedores: En Wall Street varios bancos sostienen que la propuesta no cierra y, por lo tanto, es inviable. “Definitivamente, la quita del 75% no tiene ninguna posibilidad de éxito”, afirmó Stanley Fischer, ahora vicepresidente del Citicorp. Los banqueros internacionales plantean una negociación centrada en estos puntos:

- Que la reestructuración incluya a todos los bonos del Estado, entre otros, el Boden que creó Roberto Lavagna y que acumula una emisión de 48.060 millones de dólares. La presión para incluir los Boden es auspiciada por el propio FMI. Así lo dicen sus técnicos en varios documentos internos y reservados.

- Así la quita podría ser menor al 75% y aceptable por el mercado internacional.

- Que en la negociación se incluyan los intereses vencidos y no abonados por la Argentina, por 14.000 millones de dólares.

 - Critican el compromiso de la Argentina de abonar toda la deuda al FMI. (LN 03/10)
Ante todo, debemos aclarar que existen fuertes diferencias entre los acreedores que aceptan que los mismos bancos que les recomendaron invertir en bonos argentinos negocien por ellos, y los que forman asociaciones “independientes”, en su mayoría en juicio con el Estado argentino.

Tras este primer rechazo, Nielsen viajó a Alemania, donde los banqueros mostraron preocupación por los juicios iniciados contra la Argentina, utilizando esto como presión en busca de una mejor oferta: “Aún estamos lejos del 10% que tal vez abortará la oferta de reestructuración, pero hay que impedir que las demandas judiciales aumenten”, dijeron. “La mejor forma de evitarlo es que la Argentina ofrezca pagar más del 25% que ha anunciado hasta ahora”, afirmó uno de ellos. (LN 22/10)

Estos juicios son iniciados por quienes reclaman, ente otras cosas, que el FMI sufra la misma quita que ellos. Stefan Engelsberger, que encabeza uno de estos grupos, reiteró su propuesta de una “gran conferencia sobre la deuda argentina en la que participe el FMI, que también es responsable de lo ocurrido y al que injustamente se le perdona todo”. (LN 04/10)

De allí, Nielsen viajó a Italia, donde se reunió con Nicola Stock, representante de 450.000 ahorristas. Stock consideró esta propuesta “inaceptable”. (LN 23/10)

Aquí también apareció la división: El Comité de Acreedores Argentina, que representa a centenares de ahorristas italianos que demandaron ante la justicia a nuestro país definió como “un fracaso total” el encuentro entre Nielsen y Stock. “Mientras unos pierden tiempo en charlas con un don nadie venido de la pampa, nosotros seguimos hacia nuestro objetivo del pago del crédito”. (LN 23/10)
Pero la pelea no es sólo fronteras afuera. Las AFJP, los mayores acreedores de bonos adeudados, administran el dinero de los trabajadores, futuros jubilados, por lo que la quita caería sobre dichos ahorros. Tratando de no agitar el conflicto social, la disputa con el gobierno es por quién debe cubrir esta parte: Lavagna señaló que, si las administradoras no invirtieron correctamente los recursos “quizá tengan que capitalizarse para cubrir a los aportantes”. El director ejecutivo de la Unión de AFJP, Horacio Canestri señaló que “Jamás se ha previsto una alternativa de esa naturaleza”, (...) El directivo agregó que, en este caso, las pérdidas de fondo ni siquiera serían atribuibles a las inversiones de las AFJP, “sino a los incumplimientos del Estado nacional que nos tiene acostumbrados a violaciones de esta naturaleza”. (LN 01/10)

Además, la reestructuración implica el asesoramiento de la banca internacional, y nadie se quiere perder un jugoso negocio: Los bancos reclaman una comisión alta por lo complejo de la negociación y Argentina exige una rebaja por el volumen elevado de la deuda. Se habla de un meganegocio para los bancos internacionales, de hasta 500 millones de dólares. (C 10/10)

Como vemos, las fuerzas se disponen para la pelea. Por ello, el presidente arengó a sus tropas: Kirchner busca aliados para la batalla financiera internacional. En ese marco, habló de recrear la burguesía nacional. Recibió a los banqueros nacionales, invitó 16 veces a la Cámara de la Construcción a actos en la Casa Rosada, y lanzó mensajes contemporizadores con la Unión Industrial. Se trata de gestos políticos valiosos. Pero eso no basta: el empresariado nacional necesita medidas concretas para resolver sus problemas financieros y requiere una política sostenida de crecimiento. (C 03/10)

La opinión corresponde a Marcelo Bonelli, columnista económico de Clarín. Pero, ¿a quienes está convocando Kirchner, cuando habla de burguesía nacional? Y, por otro lado, ¿por quienes habla Bonelli cuando dice que con eso no alcanza? ¿Qué es lo que reclaman?.

2. La burguesía nacional

Cualquier expresión política, tiene detrás de sí diferentes fuerzas creadas por alianzas entre fracciones de una determinada clase social, o por alianzas entre sectores de diferentes clases. 

En este caso, estamos hablando de la burguesía. La relación de fuerzas entre las diferentes fracciones de la burguesía, se expresa en una determinada composición del personal político de turno del país. Esa relación de fuerzas, va a estar determinada, en gran medida, por el peso que esas fracciones tengan en la economía total del país. Y cada fuerza lucha por diferentes proyectos estratégicos de país. A veces, uno de ellos logra un claro predominio en el Estado, pero la más de las veces, avanzan contradictorios entre sí, dando como resultado una determinada forma del conflicto interburgués en cada momento dado.

Lo que Kirchner está tratando de reunir con su arenga, que ya veremos más en detalle, es a los sectores de capital local que tengan intereses en el país, es decir, cuya reproducción esté apoyada en una estrategia nacional. Esto no quiere decir que estos capitales tengan solo interés en el mercado local, lo que habitualmente escuchamos nombrar como mercadointernismo, sino que para reproducir su capital, se apoyan en el control político de un determinado Estado, en este caso el argentino. Ese apoyo es utilizado para dar la pelea en el plano internacional, tanto en las relaciones comerciales como políticas. Ejemplo de ello en el caso argentino, lo tenemos en Techint, empresa que produce caños sin costura, controlando gran parte del mercado mundial. O Arcor en el sector de golosinas.

Hechas estas aclaraciones, vayamos al llamado presidencial, realizado en una reunión en la Casa Rosada, con los banqueros de “capital nacional”, agrupados en Adeba. Éstos, llegaron con 500 millones de pesos para ser invertidos en obras públicas. En su discurso, Kirchner afirmó: “Es imposible un proyecto de país si no consolidamos una burguesía nacional verdaderamente comprometida con los intereses de la Argentina”. (C 30/09)

En abril de este año, Adeba se definió con orgullo como representante de esa “burguesía nacional”. Por ello las reacciones favorables: “Estamos todos muy contentos y nos alegra ver cómo esto servirá para reactivar el crédito, de la mano de los capitales nacionales”, dijo un banquero. Desde allí escuchó cómo Jorge Brito, titular de Adeba, le decía a Kirchner que “el compromiso de la banca nacional es arriesgar junto a todos los que arriesgan por el país”. (...) Para asegurarse que el acercamiento con el Gobierno fuera todo un éxito, no faltó nadie de la plana mayor de los bancos de capitales argentinos. Junto a Brito estuvieron Antonio Garcés (Galicia), Ezequiel Carballo (Macro-Ban Sud), Guillermo Cerviño (Comafi) y el director ejecutivo de ADEBA, Norberto Peruzotti. (C 30/09)

Sin embargo, una cosa son los deseos, y otra la realidad, según lo entiende el propio Clarín, parte importante en la conformación de esta fuerza de “burguesía nacional”: La preocupación de Kirchner es concreta: la ausencia de empresarios nacionales complica la toma de decisiones políticas y por eso habla de recrear la burguesía doméstica. (C 17/10)

Es que los números muestran una fuerza con bastante poco peso en la economía: Según la última Encuesta Nacional de Grandes Empresas, de las 500 mayores las locales sólo controlan el 20,6% de la producción total, y las extranjeras nada menos que el 68,6%. La brecha es aún más grande si se contrastan las utilidades: las locales apenas reúnen el 4,8%, contra el 83,7% de las extranjeras. (C 02/10) 

Por esto, la necesidad de crear una fuerza lo más compacta posible, sin fracturas, para que los golpes recibidos no provoquen divisiones y se pueda golpear, a la vez, con mayor fuerza. El propio Clarín entiende las dificultades que esto implica: En el sistema capitalista, se sabe, negocios son siempre negocios. Una burguesía nacional es, por definición, algo más que eso: consiste en un proyecto y un compromiso estratégicos, que, además, debe ser sometido a la prueba de la demostración. (C 02/10)

Lo que Clarín está diciendo es, por un lado, que para constituir esa fuerza hay que superar la lucha entre fracciones, y por el otro, respecto al gobierno, que además de decir hay que hacer. Pero, ¿hacer qué? Nuevamente lo escuchamos en la voz de Bonelli: 

Para los empresarios las empresas nacionales necesitan lo siguiente:

· Darle volumen político al empresariado nacional, convirtiéndolo en el principal interlocutor de la Casa Rosada.

· Restablecer el crédito local a tasas similares que las internacionales. Aún no se adoptaron medidas en el BCRA, ni en el Palacio de Hacienda, para volcar recursos financieros a las empresas. Incluso el Banco Nación promociona su gestión más de lo que otorga.

· Una reforma impositiva que estimule la inversión y un plan de obra pública que acelere el crecimiento. El presupuesto restringe el rol del Estado para alentar la obra pública y, por lo tanto, la economía local.

· Medidas para facilitar una solución al problema de las deudas privadas externas. La cuestión está pendiente y provocan incertidumbre los compromisos que asumió el Ministerio de Economía con el FMI. En la carta de intención es muy difusa la potencial solución y eso ya generó críticas, porque afecta la inversión y traba el crecimiento.

· Crear un clima que rescate el valor de la producción y la cultura nacionales.

· Una estrategia previsible del tipo de cambio. (C 17/10)
Como vemos, lo que pide la industria no es poco. Sin embargo, por ahora la disputa es hacia adentro. Mientras tanto, se trata de ayudar al gobierno: La UIA exageró el optimismo productivo con esa intención. Hábil de reflejos, difundió un documento de “coyuntura industrial”, en el que se resaltaron los datos positivos y se relativizaron los negativos. “El 35,4% de los empresarios manifestó que sus ventas al mercado interno aumentaron”, dice el informe. Así, minimizó otra realidad: un 64,6% de los hombres de negocios percibe que las ventas están estancadas o se redujeron. La presentación de los datos no fue una casualidad y obedece a una estrategia política del sector fabril: tratar de apuntalar el modelo económico que, tímidamente y con contradicciones, trasciende las palabras de Kirchner. (C 17/10)

Sin embargo, más allá de esta “ayudita”, comienzan a aparecer diferencias internas, que se expresan en fisuras al interior del gobierno: En la Casa Rosada se observa una intensa lucha por el poder entre Julio de Vido y Roberto Lavagna (...) De Vido le cuestiona a Lavagna su falta de actitud reactivadora. Sostiene que el Palacio de Hacienda debe tomar ahora medidas cambiarias y monetarias para acelerar la reanimación. “Otra vez estamos en piloto automático”, se repite en el Ministerio de Planificación. (C 10/10)

Es que los números que el gobierno muestra del repunte económico, apenas reflejan un suave rebote tras la debacle. Se muestra un 7% de crecimiento en 2003 comparado con 2002. Pero como la caída durante 2002 fue de 10,9%, apenas se recupera poco más de la mitad de lo perdido el año pasado, quedando muy por debajo del momento en que cayó el gobierno de la Alianza como resultado de la crisis económica y del conflicto social, a fin de 2001.

Esto provoca fracturas, inclusive al interior de cada una de las fracciones, como venimos observando, con peleas e intentos de aglutinarse para conformar fuerzas.

3. La pelea por las tarifas

Aún con estas contradicciones internas, esta fracción se enfrenta contra las empresas privatizadas, de capitales extranjeros. Las tarifas de los servicios públicos son un tema fundamental, porque un aumento podría desatar el conflicto social, y además, porque ese mismo aumento perjudicaría a la industria, que consume dichos servicios a precios muy por debajo de su costo internacional. Por ello, las privatizadas critican que consumen en pesos, pero gran parte de lo que producen lo venden en dólares, en el mercado internacional. 

La pelea no sólo apareció en el plano político. En ocasiones, estalló directamente entre sectores empresariales, mostrando cómo detrás del personal político de turno, está la pugna de intereses de sectores del capital disputándose negocios. Veamos por partes.

La puja entre privatizadas y el gobierno aparece manifiesta en torno a las inversiones. Mientras las privatizadas reclaman mayores tarifas, el gobierno les reclama que no invierten desde 1998, cuando comenzó la recesión. En el medio hay amenazas, algunas hechas realidad.

En el segundo encuentro regional de la UIA, De Vido retó a las privatizadas: “los servicios deben estar al servicio de la gente y de la producción”. (LN 03/10)

«Mírelo a él, mírelo a él»

La respuesta llegó en un encuentro de empresas de energía, unos días después. Allí, el gerente general de Edesur, el español José María Hidalgo, se despachó contra el gobierno y contra los industriales, fuerza de apoyo del primero. Hidalgo señaló respecto a la falta de inversiones: “¿Quiénes son los responsables? Los grandes consumidores, como las industrias, que pagan la energía con los valores más bajos del mundo, y el Gobierno. No me refiero a doña Rosa. Pero aquí hay doñas Rosas que han podido exportar cemento a Jamaica”. (LN 09/10) La alusión a la dueña de Loma Negra es explícita. En el mismo sentido, Silvio Resnich, presidente de Transener, señalaba: “Uno plantea esto en la UIA y le dan la razón, pero después hablan con el ministro y le dicen: «No me suba las tarifas porque no soy competitivo.» Aceros Bragado se mandó una planta espectacular en la provincia de Buenos Aires. Esto es irracional”. (LN 09/10)
Luego vendrían las amenazas, también en la boca de Hidalgo: “Acordaos de Alfonsín: empezó a tener problemas cuando hubo apagones”. (LN 09/10)

A la semana, las tres ramas de la industria eléctrica (generación, transporte y distribución), emitían una amenaza conjunta, reclamando aumentos de tarifas para evitar hechos “que alteren el normal abastecimiento de la demanda”, porque el sector se acerca a una “situación límite”. (LN 16/11)

Al otro día, un corte de energía afectó a gran parte de Capital y del conurbano, acción que se repetiría una semana después. También el día 19, se produjo un corte de agua masivo.

Y siguieron las amenazas: Representantes de la empresa Electricité de France (EDF), dueña de Edenor, advirtieron que, de no obtener una recomposición tarifaria no podrán hacer las inversiones necesarias para mantener el servicio en orden. Por consiguiente, no descartaron nuevos cortes de energía (...) Fernando Ponasso, responsable de EDF para toda América y presidente de la asociación que agrupa a las empresas de distribución eléctrica en la Argentina recordó: “hay mucha gente que no puede pagar, pero ese no es el caso de los exportadores o de la industria, por ejemplo”. (LN 20/10)

Y en un momento de sinceridad, el director de EDF, Gerard Creuzet, respondía acerca de si a un aumento de tarifas le corresponderían nuevas inversiones: “No, el aporte de capital ya ha sido hecho. Hoy el valor de las empresas es nulo, casi negativo. Ya hicimos las inversiones ¿Qué quiere, que sigamos poniendo dinero? Ya lo hicimos. Esperamos que ahora haya una respuesta”. (LN 20/10)

La respuesta resulta contradictoria con el argumento de que sin aumento, el servicio colapsaría por la imposibilidad de invertir para mantenerlo adecuándolo a la demanda.

Ante esto, el gobierno apeló a un discurso que repercute en la opinión pública, aún sabiendo que juega con fuego, debido a la elevada sensibilidad social, que podría terminar en un conflicto en las calles. Así hablaba Kirchner: “No negociaré bajo presión con nadie y menos en estas condiciones. Es hora de que los argentinos todos juntos tomemos clara conciencia de cómo se mueven ciertos grupos. Yo puedo pensar muchas cosas, pero la verdad que viendo la historia creo que han tenido muy poca credibilidad”, respondió a cerca de los cortes de energía registrados en los últimos días. (LN 21/10) 

Y bajo las cenizas había brasas. A los pocos días, ante un corte de luz en Barrio Norte, aparecía la temida imagen de vecinos golpeando cacerolas. Enseguida, el propio gobierno salió a decir que este corte era producto de un accidente. La amenaza del conflicto social aparecía en la superficie.

 Rápido de reflejos, el gobierno volvió a tomar la iniciativa de la pelea, encarrilándola dentro de lo permitido: por cortes en los servicios se multó a Aguas Argentinas y a las compañías de electricidad.

Además, el gobierno supo aprovechar una fractura al interior del sector de las privatizadas. Ese mismo día, el ministro De Vido brindó una conferencia de prensa junto a Ramón Blanco, consejero delegado de Repsol-YPF. Éste anunció inversiones por 2.200 millones de pesos y luego desplegó el plan de reajuste del costo del gas. Así, se mostraba a las eléctricas que si se anuncian inversiones, sí se puede hablar de aumento de tarifas. El propio De Vido señalaba al respecto: “Este es el camino. Los servicios públicos se prestan con inversiones y no con mensajes rimbombantes en los medios”. (C 24/10) 

La medida pareció surtir efecto, ya que EDF anunció que aportará a su filial argentina 20,5 millones de dólares para el pago de su deuda, cosa que no sucedía desde el default.

La pelea política

Como vemos, la pelea por los negocios no da tregua. En tanto, aparecen nuevamente las advertencias sobre la delicada situación social, la acentuación de la tendencia abstencionista en las elecciones, y el alto grado de conflictividad que muestran hechos como los ocurridos en Jujuy (ver Conflicto social).

“El peor momento podría sobrevenir”

La primer advertencia vino de un estratega de la socialdemocracia internacional, Felipe González, ex jefe de gobierno español. De visita en nuestro país, señaló que los políticos argentinos no entienden la gravedad de la situación, y que se percibía entre los argentinos “más esperanza que confianza”. Y agregó: “Si fracasa la operación Kirchner, la crisis del régimen democrático me parece inevitable”. (LN 03/10)

También la Iglesia, estratégicamente, se adelanta a la crisis. Durante el foro de la Asociación Cristiana de Dirigentes de Empresa (ACDE), el presidente de la Comisión Episcopal de Pastoral Social, monseñor Carmelo Gianquinta reclamó una urgente autocrítica a los partidos políticos cuyos dirigentes “hundieron el país” (...) “Quizá todavía el peor momento de la Argentina podría sobrevenir”, dijo. (LN 08/10)

Pese a la “advertencia divina”, la pelea por los negocios no puede dejar de expresarse como lucha facciosa, también en el personal político.

Beliz, el bocón

El consenso con que cuenta Kirchner en la población es sostenido en gran medida en su imagen de abanderado en la lucha contra la corrupción, imagen utilizada durante las elecciones como contraste y en forma de condena, a todo lo que rodeó al ex presidente Menem. Es por eso que a veces, en la búsqueda por sostener esa imagen, algunos se van de boca, denunciando más de lo permitido. Eso le sucedió al Ministro de Justicia, Gustavo Beliz, quien señaló que en los noventa “vivimos una narcodemocracia donde no se respetó la ley, donde los funcionarios públicos lavaron dinero sucio, donde llegaron al poder con el afán de enriquecerse”. (LN 10/10)

Esto provocó la inmediata reacción en todo el arco político, sobre todo en el oficialismo. Es que las palabras de Beliz incluyen a todos los actuales funcionarios y legisladores, ya que el recambio en el sector dirigente es casi nulo al comparar los nombres en los noventa y la actualidad. Parecieran decir: “calláte Gustavo, que somos los mismos que antes”.

El primer reto vino de boca del jefe de Gabinete, Alberto Fernández, quien señaló: “Yo no creo en las declaraciones rimbombantes. Tendría que ser más prudente, más medido”. (LN 10/10) Por ello, Beliz tuvo que disculparse ante el titular del bloque de diputados del PJ, Díaz Bancalari. Sin embargo, si bien se descomprimió la situación, los chispazos duraron varios días. Las condiciones para apagar definitivamente el incendio quedan claras en las siguientes palabras: Fuentes de la conducción del PJ no descartaron que el episodio haya finalizado con las explicaciones del ministro. “Siempre y cuando Beliz se calle la boca y no hable más”, graficó uno de los legisladores. (LN 10/10)

Hay que tener cuidado de no agitar demasiado las aguas, en un ambiente que ya está por demás caldeado, con una población en la que reina la desconfianza, como lo señalaba Felipe González. 

El voto sigue siendo obligatorio, ¿no?

Mientras tanto, continúa la seguidilla de comicios provinciales, todas separadas en el tiempo a fin de no nacionalizar el rechazo. Las dos tendencias que analizábamos el mes pasado se siguen afirmando: el triunfo de los candidatos “apadrinados” por Kirchner, y la consolidación de la tendencia abstencionista, producto del rechazo de la población hacia todo el personal político y la profundización de la crisis (ver Análisis N° 40).
En Córdoba se eligieron legisladores nacionales, provinciales e intendentes locales, triunfando el PJ conducido por De La Sota. La destacada excepción fue la intendencia capitalina, donde ganó el peronista disidente Luis Juez, de buenas relaciones con Kirchner.

En San Juan fue elegido gobernador el candidato del PJ, Luis Gioja, y en Formosa fue reelecto gobernador el justicialista Insfrán, quedándose además el PJ con todas las bancas en juego. 

Sin embargo, como decíamos, la abstención se consolida, llegando a ser en algunos casos la primera fuerza. Veamos los números:

Córdoba. Elección de senadores.

	Padrón
	2.244.149
	100%

	Abstención
	959.384
	42,75%

	Blanco/Nulos
	169.310
	7,55%

	Total negativos
	1.128.694
	50,29%

	Unión por Córdoba (PJ)
	402.486
	17,93%

	Frente Nuevo
	317.170
	14,13%


San Juan. Elección de gobernador.

	Padrón
	413.060
	100%

	Abstención
	108.133
	26,18%

	Blanco/Nulos
	9.767
	2,36%

	Total negativos
	117.900
	28,54%

	Gioja (PJ) 
	122.342
	29,62%

	Basualdo, Roberto 
	90.755
	21,97%


Formosa. Elección de gobernador.

	Padrón
	301.924
	100%

	Abstención
	106.074
	35,13%

	Blanco/Nulos
	9.289
	3,08%

	Total negativos
	115.363
	38,21%

	Insfran (PJ)
	133.939
	44,36%

	Hernández (UCR)
	45.532
	15,08%


(A falta de datos definitivos al cierre de esta edición , analizaremos los comicios de Tucumán, Mendoza y La Pampa en la próxima entrega).

“Limpiando” el chiquero

Poco a poco, la nueva relación de fuerzas permite al gobierno “limpiar” a los sectores más vinculados al menemismo, como se viene haciendo desde el inicio de la gestión Kirchner.

En este sentido, se siguió avanzando sobre la “mayoría automática menemista” en la Corte Suprema de Justicia, reemplazando a Nazareno por Zaffaroni, cuyo pliego ya fue aprobado. Además, el Congreso suspendió en sus funciones a Moline O´Connor, y presionó hasta la renuncia a López. Los tres jueces removidos formaban parte de dicho grupo. 

Por otro lado, continúa la purga policial, y aparecen en la superficie diferentes facciones, algo  que solo ocurre en momentos de crisis muy marcadas.

En pocos días, la bonaerense y la Federal quedaron sin conducción: en la primera, el comisario general Sobrado fue echado por no poder justificar sus bienes, incluyendo una abultada cuenta en un paraíso fiscal; y en la segunda, se pasó a retiro al comisario general Roberto Giacomino, por contratos fraudulentos en la compra de equipamiento, que involucran a familiares y allegados. La medida fue presentada como muestra de limpieza por el jefe de Gabinete, Alberto Fernández, en pos de generar consenso en la población: “La gente tiene que darse cuenta de que el Gobierno no será más cómplice de estos sinvergüenzas” y agregó que “cuando hay un corrupto, hay que sacarlo enseguida, no hay que dejarlo seguir adelante”. (LN 04/10)

En la Federal, la purga alcanzó a 49 comisarios, provocando que al menos el 75% de las comisarías porteñas cambiara de titular. (LN 23/10) Y en la bonaerense 149 altos mandos son investigados. (LN 04/10)

La limpieza alcanza también a la SIDE, donde fueron apartados 160 espías, de una lista que llegaría a 400. (LN 19/10)

Tanto los medios de comunicación como el gobierno, coinciden en presentar la purga como lucha contra la corrupción. 

Si bien existe tal degradación en las fuerzas policiales que a nadie sorprenden estas denuncias –y por eso mismo la medida cuenta con consenso en la población– detrás de esa presentación “romántica” del problema, existe una lucha facciosa al interior de la policía, muy difícil de dilucidar. 

Nos encontramos al menos con dos facciones que nos ayudan a comprender un poco mejor este enfrentamiento y las purgas realizadas. El día 11 de octubre, aparece un artículo de opinión en el diario La Nación titulado “En la senda marcada por el comisario Pirker”, firmado por Rubén Santos, comisario general (R) y jefe de la Policía Federal entre diciembre de 2000 y diciembre de 2001, cuando la insurrección popular terminó también con su cargo, tras la represión desatada. Santos, explica allí que existen al interior de la fuerza dos líneas. Una inspirada en el comisario Pirker, quien condujo la fuerza hasta 1989, cuando falleció. En dicha facción, se alinean el propio Santos, y los recién asumidos Prados y Caruso, jefe y subjefe respectivamente. Este sector es denominado por el otro, como “policías de escritorio”. La otra facción estaría conducida por el depuesto Giacomino. El artículo al que hacemos mención no deja traslucir mayores precisiones. Sin embargo, resulta interesante reproducir algunas líneas en las que aparecen expuestas las facciones en su pelea: “...No tengo dudas, a juzgar por los últimos acontecimientos, de que luego de hacerme cargo se generó un clic en la Policía Federal Argentina. Se instaló en la fuerza la idea de que no existe una sola línea de pensamiento (...) Esta nueva designación en la jefatura acotó la amplia brecha anterior a menos de dos años, tiempo que duró la exclamación de algunos secuaces de Giacomino, cuando en el acto de asunción dijo: “Volvimos”. (LN 11/10)

Seguridad y militarización

En este plano, el enfrentamiento al interior de la burguesía local, se manifestó en un distanciamiento del alineamiento con EE.UU. que prevaleció en la década menemista. 

Nos referimos a la suspensión del Águila III, ejercicio conjunto con tropas norteamericanas que se iba a realizar en Mendoza. El foco del conflicto estaba puesto en el pedido de EE.UU. de inmunidad para sus hombres.

A pesar de las múltiples presiones recibidas por parte de funcionarios norteamericanos, el gobierno argentino prefirió no incentivar la ola de críticas por otorgar dicha inmunidad, y el ejercicio fue suspendido. Enseguida, desde EE.UU., se escucharon las quejas: “Era algo natural con una nación aliada y por eso sorprendió mucho y molestó la respuesta de la Argentina, que no se esperaba para nada”, dijo una fuente ligada al secretario de Estado, Roger Noriega. (LN 12/10)

Conflicto social

El 2 de octubre, organizaciones piqueteras y defensoras de derechos humanos marcharon contra la represión policial.

El mismo día, trabajadores de Cultura del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y de la Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) protestaron frente a la AFJP Siembra.

También el 2, las organizaciones MTR, CUBA, FTC, UTP, Utdoch, MTD y 26 de Junio, ocuparon estaciones de subte en reclamo de trabajo, permitiendo la utilización del transporte en forma gratuita. (LN 03/10)

El 3 de octubre, el MIJD ocupó la municipalidad de La Matanza, en reclamo de alimentos, zapatillas y becas. (LN 04/10)

El día 10, estalló una pueblada en Libertador General San Martín, provincia de Jujuy, motivada por la muerte de un joven dentro de la comisaría. La población se enfrentó con la policía destruyendo la dependencia. En esas acciones fue asesinado otro joven bajo las balas policiales. (LN 11/10)

En los días sucesivos diversas marchas, tanto en esa provincia como en Capital, reclamaron el esclarecimiento de ambas muertes y repudiaron la represión policial.

También el 10, la UTA realizó un paro de choferes de colectivos, que fue levantado a horas de comenzado. Se reclamaba un aumento salarial del 70%. (LN 11/10)

El día 15, la comunidad boliviana en la Argentina se movilizó, contra la represión policial durante la insurrección en Bolivia, exigiendo la renuncia de Sánchez de Lozada a la presidencia (ver Latinoamérica). (LN 16/10)

El 16, el MIJD marchó a Constitución, exigiendo que los desocupados viajen sin cargo en los trenes.

Al mismo tiempo, la CTD Aníbal Verón, Martín Fierro y Quebracho, se movilizaron por la liberación de los dirigentes montoneros Fernando Vaca Narvaja y Roberto Perdía.

Por su parte, el Frente Unido de Trabajadores Desocupados y Ocupados se movilizó exigiendo la entrega de 1000 planes sociales (LN 17/10)

Durante todo el mes de octubre, la Unión de Empleados de la Justicia de la Nación (UEJN) realizó paros y movilizaciones en reclamo de 200 pesos de aumento. (LN 22/10)

El día 22, las organizaciones Frente Unido de Trabajadores Desocupados, Frente Independiente de Trabajadores Ocupados y Desocupados, Movimiento de Unidad Popular 20 de Diciembre, y Tendencia Clasista 29° de Mayo, se movilizaron al Ministerio de Trabajo reclamando 3000 planes sociales. (LN 23/10)

El día 26, diversas organizaciones cortaron el puente Pueyrredón, a 16 meses de los asesinatos de Kosteki y Santillán. (LN 27/10)
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